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MATERIA COMÚN 
 
 

I. JURISPRUDENCIAS / COMÚN 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019833  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.1o.P.A. J/20 (10a.)  
 
SENTENCIAS DE AMPARO. LOS DELEGADOS DE LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES, NOMBRADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY DE 
LA MATERIA, CARECEN DE FACULTADES PARA EMITIR EL ACTO POR EL QUE 
PRETENDEN LLEVAR A CABO SU CUMPLIMIENTO. 
 
El primer párrafo del precepto indicado establece que las autoridades responsables podrán 
ser representadas o sustituidas para todos los trámites en el juicio de amparo, en los 
términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, para lo cual, nombrarán 
delegados que rindan pruebas, aleguen, hagan promociones e interpongan recursos; sin 
embargo, esa designación es ineficiente para cumplir las sentencias, pues su 
representación no implica que se sustituyan en las atribuciones que legalmente 
corresponden a aquéllas. Por tanto, carecen de facultades para emitir el acto por el que 
pretenden llevar a cabo el cumplimiento del fallo protector, ya que quien se encuentra 
vinculada a ello es directamente la autoridad responsable, pues contra su acto se concedió 
la protección constitucional y, de acuerdo con su esfera de competencia, es quien puede 
proveer sobre los efectos dados. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 28/2018. 19 de octubre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello 
Acuña. Secretario: Pablo Chávez Gamboa. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 29/2018. 25 de octubre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo 
Cornejo Olvera. Secretaria: Claudia Alejandra Alvarado Medinilla. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 30/2018. 15 de noviembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Raymundo Cornejo Olvera. Secretaria: Claudia Alejandra Alvarado Medinilla. 
 
Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 33/2018. 14 de diciembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo 
Cornejo Olvera. Secretaria: Claudia Alejandra Alvarado Medinilla. 
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Recurso de inconformidad previsto en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 42/2018. 31 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello 
Acuña. Secretaria: Claudia Carolina Monsiváis de León. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019820  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XVI.P. J/5 K (10a.).  
 
CONFLICTO COMPETENCIAL INEXISTENTE. DEBE DECLARARLO EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO CAREZCA DE 
EJECUCIÓN Y DERIVE DE UN CAMBIO DE VÍA DIRECTA A INDIRECTA, SI 
PREVIAMENTE NO SE REQUIRIÓ AL QUEJOSO PARA DEFINIR LA COMPETENCIA 
POR RAZÓN DE TERRITORIO. 
 
No existe conflicto competencial y, por ende, debe declararlo el Tribunal Colegiado de 
Circuito, cuando se reclamen actos que no requieran ejecución material y falte el 
presupuesto de conocer la voluntad del quejoso, relativo al Juzgado de Distrito ante el cual 
desea que se siga el juicio en términos del artículo 37, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, 
ya que para definir el que deba conocer es condición indispensable, al tenor del citado 
dispositivo legal, tomar en cuenta la voluntad del quejoso; sin que pueda considerarse como 
indicativo de ello que haya presentado erróneamente la demanda en el lugar donde reside 
la autoridad responsable, ya que si lo hizo de esa manera fue porque estaba constreñido 
en términos del artículo 176 de la Ley de Amparo. 
 
PLENO DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Segundo, ambos en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 11 de marzo de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Magistrados Alberto Augusto De la Rosa Baraibar, Jorge Luis 
Mejía Perea y Roberto Hoyos Aponte. Disidentes: Samuel Meraz Lares y Arturo Rafael 
Segura Madueño. Ponente: Jorge Luis Mejía Perea. Secretario: Enrique Zamora Camarena.  
 
Criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 3/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 
8/2018.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019812  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XVI.P. J/4 K (10a.)  
 
AMPARO INDIRECTO PRESENTADO COMO DIRECTO. UNA VEZ REENCAUSADO 
POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, CORRESPONDE AL JUEZ DE 
DISTRITO REQUERIR AL QUEJOSO Y DEFINIR LA COMPETENCIA POR RAZÓN DE 
TERRITORIO CUANDO EL ACTO RECLAMADO CAREZCA DE EJECUCIÓN. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, 
respecto de los actos reclamados que no requieren ejecución material, resulta competente 
el Juez de Distrito en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda de amparo. Ahora 
bien, a fin de dar plena aplicación a dicho dispositivo legal, y en aras de una pronta y 
expedita administración de justicia, en términos del artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, cuando el acto reclamado carezca de ejecución y el 
quejoso presente erróneamente la demanda como amparo directo ante la autoridad 
responsable, y el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca, la reencauce como amparo 
indirecto, debe declararse legalmente incompetente y remitir los autos a un Juzgado de 
Distrito con jurisdicción en el lugar sede de la autoridad responsable, para que éste 
previamente requiera al quejoso, a fin de que manifieste qué juzgado, por razón de territorio, 
desea que conozca del juicio; ello en virtud de que el lugar de presentación de la demanda 
ante la autoridad responsable, no puede considerarse como indicativo de su verdadera 
intención, toda vez que si procedió en esos términos, no fue por libre voluntad, sino por la 
exigencia del artículo 176 de la Ley de Amparo; de ahí que, a efecto de privilegiar el libre 
acceso a la administración de justicia y dar plena aplicabilidad al artículo 37, párrafo tercero, 
referido, debe requerirse al quejoso en los señalados términos, con el apercibimiento de 
que de no desahogar la prevención, ese mismo juzgado continuará con la tramitación del 
juicio. 
 
PLENO DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
y Segundo, ambos en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 11 de marzo de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Magistrados Alberto Augusto De la Rosa Baraibar, Jorge Luis 
Mejía Perea y Roberto Hoyos Aponte. Disidentes: Samuel Meraz Lares y Arturo Rafael 
Segura Madueño. Ponente: Jorge Luis Mejía Perea. Secretario: Enrique Zamora Camarena.  
 
Criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 3/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 
8/2018.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 



 5 

lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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II. TESIS AISLADAS / COMÚN 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019828  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.13o.C.10 K (10a.)  
 
LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO DERIVADO DE LA RECONVENCIÓN. LA 
RESOLUCIÓN QUE LO APRUEBA O DESESTIMA ES UN ACTO CUYOS EFECTOS SON 
DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, POR LO QUE EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, ATENTO AL DERECHO HUMANO DE ACCESO EFECTIVO 
A LA JUSTICIA. 
 
De conformidad con la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 469/2012, que dio 
origen a la jurisprudencia 1a./J. 19/2013 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XXIII, Tomo 1, agosto de 2013, página 595, de rubro: 
"LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. CUANDO EL TRIBUNAL DE ALZADA 
ADVIERTA QUE ALGUNA DE LAS PARTES NO FUE LLAMADA AL JUICIO NATURAL, 
OFICIOSAMENTE DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO."; el litisconsorcio 
pasivo necesario es un presupuesto procesal que debe interpretarse bajo la óptica de los 
derechos humanos, siendo uno de ellos el acceso efectivo a la justicia, el cual debe 
protegerse en todo momento en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Esta conclusión que fue emitida para resolver respecto de la 
reposición del procedimiento en cualquier etapa del procedimiento al advertirse que no se 
llamó a juicio a todos los litisconsortes, aun cuando no haya petición de parte, la cual se 
actualiza tratándose del juicio de amparo directo, resulta aplicable por extensión al juicio de 
amparo indirecto, cuando el tema del litisconsorcio pasivo necesario surge como violación 
intraprocesal, ya que el hecho de que el criterio en mención se haya emitido en relación con 
el deber del tribunal de alzada de examinar oficiosamente, si existe litisconsorcio pasivo 
necesario, no modifica la naturaleza de tal institución procesal, que debe ser entendida 
sobre la base de proteger en todo momento el derecho humano de acceso efectivo a la 
justicia consagrado en el citado artículo 17. De ahí que para el exclusivo efecto de la 
procedencia del juicio de amparo indirecto, sea dable considerar que la resolución que 
aprueba o desestima el litisconsorcio pasivo necesario derivado de la reconvención, es un 
acto cuyos efectos son de imposible reparación, en términos del artículo 107, fracción V, de 
la Ley de Amparo, en la medida en que se podrían ver afectados materialmente derechos 
sustantivos tutelados constitucionalmente. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 87/2015. Paula Cusi Presa Matute. 20 de mayo de 2015. Unanimidad de votos. 
Ponente: Daniel Horacio Escudero Contreras. Secretaria: María Liliana Suárez Gasca. 
 
Nota: El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
por unanimidad de votos el amparo en revisión 9/2016, en sesión del 27 de abril de 2016, 
se apartó del criterio sostenido en esta tesis publicada en el Semanario Judicial de la 
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Federación del viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, agosto de 2015, 
página 2409. 
 
La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 469/2012 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XXIII, Tomo 1, agosto de 2013, página 576. 
 
Por ejecutoria del 12 de julio de 2017, la Primera Sala declaró improcedente la contradicción 
de tesis 93/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta 
tesis. 
 
Por ejecutoria del 6 de septiembre de 2017, la Primera Sala declaró improcedente la 
contradicción de tesis 99/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio 
contenido en esta tesis, al estimarse que uno de los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes se apartó del criterio en contradicción, al plasmar uno diverso en posterior 
ejecutoria. 
 
Por ejecutoria del 14 de noviembre de 2018, la Primera Sala declaró improcedente la 
contradicción de tesis 234/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio 
contenido en esta tesis, al estimarse que uno de los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes se apartó del criterio en contradicción, al plasmar uno diverso en posterior 
ejecutoria. 
 
Por ejecutoria del 27 de marzo de 2019, la Primera Sala declaró improcedente la 
contradicción de tesis 346/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio 
contenido en esta tesis. 
 
Esta tesis se republicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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MATERIA CONSTITUCIONAL 
 
 

I. TESIS AISLADAS / CONSTITUCIONAL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019835  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXIX/2019 (10a.)  
 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, INCISO E), 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD. 
 
El artículo citado faculta al Instituto Federal de Telecomunicaciones para sancionar con 
multa por el equivalente de 6.01% hasta 10% de los ingresos de la persona infractora que 
preste servicios de telecomunicaciones o radiodifusión sin contar con concesión o 
autorización, a diferencia de lo previsto en el diverso inciso A) que sanciona con multa por 
el equivalente de 0.01% y hasta 0.75% de los ingresos del concesionario o autorizado por 
presentar de manera extemporánea avisos, reportes, documentos o información, 
contravenir las disposiciones sobre homologación de equipos y cableados e incumplir con 
las obligaciones de registro establecidas en el mismo ordenamiento, con la precisión de que 
en caso de que se trate de la primera infracción, el Instituto amonestará al infractor por 
única ocasión. La diferencia de trato que existe en los supuestos mencionados no viola el 
principio de igualdad, pues las conductas que se sancionan son diferentes y los sujetos a 
los que va dirigida la norma se encuentran en planos jurídicos diferentes. Por ello, es lógico 
y razonable que se contemple la amonestación por única ocasión al titular de una concesión 
o autorización en los supuestos descritos, en caso de que se trate de la primera infracción, 
pues es una advertencia donde se le hacen saber las consecuencias de su actuar y se le 
exhorta a cumplir con las obligaciones, y que no se contemple la amonestación para la 
persona infractora que preste los servicios de telecomunicaciones o radiodifusión pero sin 
contar con concesión o autorización. Por consiguiente, la porción normativa citada al rubro, 
cumple con la finalidad prevista en el artículo 28 de la Constitución Federal, consistente en 
establecer un régimen de sanciones en materia de telecomunicaciones y radiodifusión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en Telecomunicaciones, S.A. 
de C.V. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
quien está con el sentido, pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019831  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XXXVI/2019 (10a.)  
 
PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADA DE LA TERMINACIÓN DEL CONCUBINATO. 
EL ARTÍCULO 291 QUINTUS, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, VULNERA EL 
DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
En los artículos 288 y 291 Quintus, último párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, se prevé que para los casos de divorcio y de 
terminación de concubinato el excónyuge o el exconcubino que haya desarrollado una 
dependencia económica durante la relación y tenga necesidad de percibir alimentos, podrá 
exigirlos. Además, señalan que dicha obligación será periódica y por un monto fijado 
atendiendo a las necesidades del acreedor y las posibilidades del deudor. En el mismo 
tenor, prevén que la obligación subsistirá por un lapso igual al que duró la relación de 
matrimonio o concubinato, según sea el caso, salvo que se actualice diversa causal de 
extinción dispuesta en dicho ordenamiento legal. De lo anterior se desprende que la 
finalidad de la subsistencia de la obligación alimentaria una vez terminada la relación de 
que se trate –matrimonio, concubinato– coincide en que es una medida de protección para 
aquel miembro de la unión familiar, que por alguna razón no tiene la posibilidad de allegarse 
alimentos, derivado de la dinámica interna del grupo familiar. Ahora bien, no obstante que 
la finalidad de la subsistencia alimentaria coincide en ambas figuras, el legislador local 
previó un tratamiento diferenciado en cuanto al periodo o plazo durante el cual es exigible 
la pensión alimenticia; así en el caso del matrimonio este derecho se extingue cuando haya 
transcurrido un término igual a la duración del matrimonio, por lo que mientras transcurra 
ese término siempre podrá ejercitarse el derecho a obtener una pensión alimenticia, en 
cambio, en el concubinato, se prevé que este derecho podrá ejercitarse sólo durante el año 
siguiente a la cesación del concubinato. Luego, el citado artículo 291 Quintus, último 
párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, vulnera 
el derecho a la igualdad y no discriminación, toda vez que la diferencia de trato entre 
cónyuges y concubinos en relación con el plazo para solicitar pensión no está justificada, 
pues la finalidad de ambas figuras es equilibrar las distintas realidades económicas en que 
se colocan las personas por una determinada distribución de las labores familiares durante 
el tiempo que duró el vínculo, independientemente de la forma en que hayan decidido 
unirse. Por lo que, a la luz del derecho de las personas para acceder a un nivel de vida 
digno, resulta discriminatorio que las que decidieron unirse en matrimonio cuenten con un 
plazo flexible que atiende a la duración del vínculo matrimonial para exigir una pensión 
compensatoria, mientras que los concubinos están limitados a ejercer su derecho en un 
plazo de un año, sin que la duración de su unión familiar sea relevante. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5630/2017. Georgina Ramírez Pérez y otra. 10 de octubre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María 
Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Amparo directo en revisión 3703/2018. María Gabriela Canseco Ochoa y otro. 31 de octubre 
de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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MATERIA ADMINISTRATIVA 
 
 

I. TESIS AISLADAS / ADMINISTRATIVA 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019830  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.2o.A.21 A (10a.)  
 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL POR CARECER DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DE LA 
AUTORIDAD EMISORA. AL IMPLICAR LA INEXISTENCIA JURÍDICA, IMPIDE EL 
ANÁLISIS DE LOS DEMÁS ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL ACTOR. 
 
La nulidad de la resolución impugnada en el juicio contencioso administrativo federal, por 
carecer de la firma autógrafa de la autoridad emisora, implica declarar su inexistencia y 
equivale a la nada jurídica; por esa razón, es improcedente el estudio de los demás 
argumentos hechos valer por el actor, ya que además de no representarle un mayor 
beneficio, no puede analizarse, en otro aspecto, algo que no ha nacido a la vida jurídica, 
ante la omisión del requisito esencial de validez anotado. En consecuencia, es inaplicable 
la jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
EL ARTÍCULO 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGA 
AL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN TENDENTES A 
CONTROVERTIR EL FONDO DEL ASUNTO, AUN CUANDO EL ACTO IMPUGNADO 
ADOLEZCA DE UNA INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA 
AUTORIDAD DEMANDADA.", al tratar un supuesto diferente, por lo que en el caso no 
podría analizarse ninguna otra cuestión, aun cuando se considere relacionada con el fondo 
del asunto, pues ello sería contradictorio, al haberse decretado la inexistencia jurídica de la 
resolución impugnada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 612/2018. Recursos Omo, S.A. de C.V. 29 de marzo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. Secretaria: Adriana Moreno Dávila. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Tomo 1, junio 
de 2013, página 1073. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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MATERIA CIVIL 
 
 

I. JURISPRUDENCIAS / CIVIL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019829  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.XI. J/2 C (10a.)  
 
MASA HEREDITARIA. EL JUZGADOR DEBE PONDERAR EN CADA CASO, VÍA 
INCIDENTAL, SI EL ALBACEA DEBE O NO TENER LA POSESIÓN MATERIAL DE 
TODOS LOS BIENES QUE LA CONFORMAN PARA DESEMPEÑAR 
ADECUADAMENTE LAS FUNCIONES QUE LE SON PROPIAS (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 1036 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
MICHOACÁN ABROGADO, DE IDÉNTICA REDACCIÓN AL ARTÍCULO 1000 DEL 
ORDENAMIENTO VIGENTE). 
 
Conforme a la literalidad del mencionado artículo 1036, si el tenedor de los bienes 
hereditarios fuere alguno de los herederos o presuntos herederos, a petición del albacea, 
el Juez podrá emplear los medios de apremio para obligarlo a que los entregue al 
representante de la sucesión; sin embargo, ese precepto debe someterse a un examen bajo 
el tamiz de la argumentación jurídica, y no limitarse a resaltar su aparente sentido. En ese 
tenor, se concluye que no es indispensable que, en todos los casos, el albacea tenga la 
posesión material de todos los bienes para desempeñar adecuadamente las funciones que 
le son propias; aceptar una respuesta absoluta, en sentido positivo o negativo, significaría 
desconocer las múltiples circunstancias y problemas jurídicos que pueden presentarse en 
torno a las necesidades de la sucesión, cuando éstas se confrontan con los derechos de 
los herederos; de ahí que se trata de una decisión que debe ponderarse en cada caso a 
través de la vía incidental, para respetar el derecho de audiencia de los interesados y 
resolver teniendo en cuenta los derechos ya reconocidos a favor de ciertas personas, la 
afectación al patrimonio que conforma la masa hereditaria, y los daños que pudieran 
ocasionarse de manera grave o irreparable a personas en estado de vulnerabilidad; todo lo 
cual debe ponderar el juzgador en cada caso, para determinar la necesidad de que sea 
estrictamente el albacea quien deba poseer materialmente los bienes. Estimar que el 
heredero debe entregar, inexorablemente, al albacea los bienes que éste tenga en 
posesión, podría entrañar el grave peligro de que el trámite sucesorio se convierta en una 
vía legalista para desconocer los derechos de los herederos, y alterar el estado jurídico que 
conservan las cosas sin antes haber realizado un ejercicio de ponderación entre los 
intereses que se encuentren en juego, con lo que la sucesión sería entonces una forma 
legal para desconcertar a los herederos, lejos de brindarles seguridad jurídica, que es 
finalmente lo que se busca con esa clase de juicios universales: una ordenada y justa 
transmisión de los bienes de una persona fallecida. 
 
PLENO DEL DECIMOPRIMER CIRCUITO. 
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Contradicción de tesis 7/2018. Entre las sustentadas por el entonces Segundo Tribunal 
Colegiado del Decimoprimer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, el entonces Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Primer Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer 
Circuito. 13 de noviembre de 2018. Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Víctorino 
Rojas Rivera, J. Jesús Contreras Coria, Héctor Federico Gutiérrez de Velasco Romo, Óscar 
Hernández Peraza y José Valle Hernández. Ausente: Moisés Duarte Briz. Ponente: 
Víctorino Rojas Rivera. Secretario: Francisco Javier López Ávila. 
 
Criterios contendientes: 
 
Tesis XI.4o.1.C, de rubro: "SUCESIÓN TESTAMENTARIA. EL HEREDERO QUE TIENE 
LA POSESIÓN JURÍDICA DE UN BIEN DEL CAUDAL HEREDITARIO, NO PUEDE 
OPONERSE A LA ORDEN QUE EMITA UN JUEZ PARA QUE LO ENTREGUE AL 
ALBACEA DEFINITIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).", aprobada por 
el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, noviembre de 2007, 
página 765, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado Materia Civil del Décimo Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 286/2017. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019822  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 2/2019 (10a.)  
 
HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR TESTAMENTO O INTESTADO 
POR RAZÓN DE LA ACUSACIÓN DE DELITO CONTRA EL AUTOR DE LA SUCESIÓN 
O DE QUIENES PREVEA EL CÓDIGO CIVIL RELATIVO, SÓLO SE ACTUALIZA 
CUANDO LA DENUNCIA SE INTERPONGA EN VIDA DE AQUÉL A EFECTO DE QUE 
PUEDA PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE NUEVO 
LEÓN, DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Existen diversas causas de incapacidad para heredar, entre ellas, la prevista en los artículos 
1213, fracción II, del Código Civil para el Estado de Nuevo León; 1316, fracción II, del 
Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, vigente hasta el 
18 de diciembre de 2014, y 2653, fracción II, del Código Civil para el Estado de Tlaxcala. 
Ellos disponen esencialmente, que es incapaz de heredar por testamento o por intestado, 
el que haya hecho contra el autor de la sucesión, sus ascendientes, descendientes, 
hermanos, cónyuge o persona con quien viva en concubinato, acusación de delito que 
merezca pena de prisión, aun cuando aquélla sea fundada, a no ser que ese acto haya sido 
preciso para que el acusador salvara su vida, su libertad, su honra o la de sus 
descendientes, ascendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien viva en 
concubinato, situación que exceptúa la necesidad de obtener el perdón del autor de la 
sucesión. En ese sentido, la incapacidad para heredar por razón de la acusación de delito, 
tratándose de testamento o intestado, sólo se actualiza cuando la denuncia contra el autor 
de la sucesión o de las personas que prevea la fracción II de los artículos referidos, se 
interponga en vida de aquél, para que exista la posibilidad de que otorgue su perdón al 
ofensor, ya sea de forma expresa, por declaración auténtica, por hechos indubitables o, en 
caso de que el ofendido instituye heredero al ofensor, revalide su institución anterior con 
las solemnidades requeridas. Ello, con el propósito de que recupere su capacidad para 
heredar, pues sería ilógico que ya difunto resintiera un agravio por acusación de delito o 
que pudiera perdonarlo, pues dicha circunstancia resultaría imposible, pues sólo el autor de 
la sucesión es quien tiene la facultad para otorgar el referido perdón o instituirlo como 
heredero, al ser titular de la masa hereditaria susceptible de ser heredada. Lo anterior, ya 
que los preceptos de referencia no deben interpretarse en forma aislada, sino sistemática 
con los demás artículos que se relacionan con la incapacidad para heredar, lo que es 
correlativo con las normas correspondientes, referentes a que para que el heredero pueda 
suceder, basta que sea capaz al tiempo de la muerte del autor de la sucesión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 239/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Cuarto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 28 de noviembre 
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de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 110/2011, del que derivaron las tesis aisladas I.3o.C.1017 C (9a.) y 
I.3o.C.1018 C (9a.), de rubros: "INCAPACIDAD PARA HEREDAR. LA OFENSA AL AUTOR 
DE LA SUCESIÓN Y A SUS DESCENDIENTES, DEBE SER EN VIDA DE AQUÉL." y 
"DENUNCIA DEL DELITO QUE GENERA INCAPACIDAD PARA HEREDAR 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL).", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro IV, Tomo 5, enero de 2012, páginas 4481 y 4333, con números de 
registro digital: 160402 y 160416, respectivamente. 
 
El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 302/2003, sostuvo la tesis aislada I.11o.C.81 C, de rubro: 
"HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR ACUSACIÓN DE DELITO SE 
ACTUALIZA CANDO ÉSTA SE PRESENTA EN VIDA DEL AUTOR DE LA SUCESIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRTO FEDERAL).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, octubre de 2003, página 1019, con 
número de registro digital: 183052. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el juicio de amparo directo 
635/2011 (cuaderno auxiliar 715/2011), dictado en apoyo del Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Octavo Circuito, del que derivó la tesis aislada VII.2o.(IV Región) 2 C (10a.), de 
rubro: "HEREDEROS. LA DENUNCIA POR HECHO DELICTUOSO CONTRA LOS 
ASCENDIENTES, DESCENDIENTES, HERMANOS, CÓNYUGE O CONCUBINA DEL 
AUTOR DE LA HERENCIA Y QUE ACTUALIZA LA SANCIÓN DE INCAPACIDAD PARA 
HEREDAR, DEBE EFECTUARSE EN VIDA DEL DE CUJUS A EFECTO DE QUE PUEDA 
PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA).", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo 2, junio 
de 2012, página 873, número de registro digital: 2000982. 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 282/2015, determinó que para la pérdida de la capacidad para 
heredar por delito, podía actualizarse aun cuando la denuncia se interpusiera después de 
la muerte de la sucesión, ya que no era necesario que dicho autor resintiera agravio alguno, 
pues lo que provoca la pérdida del derecho a heredar es la ingratitud, además de que para 
recuperar el derecho de suceder podría darse el supuesto de demostrar que si acusó a 
alguno o algunos de los coherederos fue para salvar su vida, su honra, o la de sus 
descendientes, ascendientes, hermanos o cónyuge. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de treinta de enero de dos mil diecinueve. 
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Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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II. TESIS AISLADAS / CIVIL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019826  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.73 C (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR MORA A CARGO DE INSTITUCIONES DE SEGUROS. LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 276 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE 
FIANZAS NO CONTEMPLA LA ACTUALIZACIÓN EN OBLIGACIONES CONTRAÍDAS 
EN MONEDA EXTRANJERA. 
 
De acuerdo a lo dispuesto por la fracción II del artículo 276 de la Ley de Instituciones de 
Seguros y de Fianzas, dispositivo que regula la indemnización por mora a cargo de las 
instituciones de seguros, cuando la obligación principal se denomina en moneda extranjera, 
la institución está obligada a pagar, adicionalmente a la obligación principal, un interés 
moratorio que se capitalizará mensualmente y se calculará aplicando los preceptos 
establecidos en la propia fracción, pero de ninguna manera se contempla la actualización 
de las obligaciones contraídas en dicha moneda, sino que la actualización sólo aplica 
tratándose de moneda nacional, de acuerdo a lo dispuesto en la fracción I del mismo 
precepto, en la cual se establece que para el pago de la indemnización por mora 
correspondiente, las obligaciones en moneda nacional se denominarán en unidades de 
inversión al valor de éstas en la fecha de vencimiento de los plazos correspondientes, 
debiendo pagarse además un interés moratorio, sobre la propia actualización. Por tanto, de 
las fracciones invocadas, se advierte que la actualización de la suerte principal en aquellos 
asuntos en que se condenó a la indemnización por mora, previstas en el artículo 276 
precitado, no aplica tratándose de obligaciones contraídas en moneda extranjera, sino sólo 
respecto de aquellas obligaciones denominadas en moneda nacional; disposición que se 
corrobora a partir del contenido del segundo párrafo de la fracción VIII del mismo dispositivo 
legal, en que se establece que el pago que realice la institución de seguros se hará en una 
sola exhibición que comprenderá "la actualización a que se refiere el primer párrafo de la 
fracción I de este artículo", que es precisamente el supuesto relacionado al pago de una 
indemnización por mora derivada del incumplimiento de obligaciones asumidas en moneda 
nacional. Lo que se entiende justificado en razón de que la intención del legislador plasmada 
en el decreto de uno de abril de mil novecientos noventa y cinco, fue que las obligaciones 
de pago de cualquier suma en moneda mexicana pudieran denominarse en unidades de 
cuenta llamadas unidades de inversión, con la particularidad de que su valor sería 
actualizado diariamente por el Banco de México y publicado en el Diario Oficial de la 
Federación, con el objetivo de ajustar el monto del crédito al valor real de la moneda, 
ponderando parámetros de inflación y otros factores. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 760/2018. Mapfre Tepeyac, S.A. 3 de enero de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Rodrigo Pérez Maissón. 
 



 18 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2019821  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.72 C (10a.)  
 
ESTADO DE CUENTA BANCARIO CERTIFICADO POR EL CONTADOR. NO ES APTO 
PARA INTERRUMPIR LA PRESCRIPCIÓN. 
 
La función probatoria del certificado contable a que se refiere el artículo 68 de la Ley de 
Instituciones de Crédito se reduce a la que el propio precepto le atribuye, esto es, la de 
servir, junto con el contrato, de título ejecutivo, y lógicamente con ello se alude al caso en 
que se va a probar el saldo, mas no para demostrar el pago como medio de interrumpir la 
prescripción, pues al exigir dicha norma que en el estado de cuenta bancario, certificado 
por el contador, se haga referencia a los pagos efectuados, lo que persigue es que el 
demandado tenga conocimiento de las operaciones de las que se afirme deriva el saldo 
para que, de haber realizado abonos distintos a los especificados, quede en aptitud de 
acreditarlos; lo que no implica que dicho documento haga fe si el pago lo invoca el acreedor 
como interruptor de la prescripción, porque entonces quedaría en sus manos interrumpirla, 
simplemente asentando en el estado de cuenta que se hicieron pagos. Lo contrario 
equivaldría, además, a imponer al deudor la carga de justificar no que efectuó abonos, sino 
que no los hizo, lo que carece de sentido y sería contrario a la ley. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 433/2018. Gerardo Larrauri Escobar. 8 de agosto de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019818  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.2o.C.100 C (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN UN PROCEDIMIENTO MERCANTIL (TERCERÍA 
EXCLUYENTE DE DOMINIO). EL JUZGADOR NO PUEDE DECRETARLA EN 
PERJUICIO DE UN INCAPAZ, NO OBSTANTE QUE ESTÉ REPRESENTADO POR SU 
TUTOR. 
 
De conformidad con el criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 5/2011, de rubro: "CADUCIDAD 
DE LA INSTANCIA ES IMPROCEDENTE EN LOS JUICIOS EN LOS QUE SE DIRIMAN 
DERECHOS DE MENORES E INCAPACES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ).", cuando alguna de las partes en un procedimiento es un menor de edad o 
un incapaz, la carga procesal de dar impulso al procedimiento no puede atribuirse a él de 
manera exclusiva, porque únicamente quien goza de capacidad plena soporta el peso de 
la responsabilidad de su actuación en un juicio, de modo que en el caso en el que un menor 
de edad o el incapaz es parte en un procedimiento, aunque se encuentre representado por 
alguien, debe estimarse que se está ante un asunto donde no aplica el principio de estricto 
derecho, porque el derecho involucrado pertenece al ámbito del interés social y del orden 
público, por la relevancia que ese derecho adquiere frente a la condición vulnerable de su 
titular. En la misma línea de razonamiento, debe estimarse que el juzgador, en un 
procedimiento de naturaleza mercantil, como es una tercería excluyente de dominio, no 
puede decretar la caducidad de la instancia en perjuicio de un incapaz, por una eventual 
inactividad procesal que se le atribuya en términos del artículo 1076, inciso b), del Código 
de Comercio, no obstante que esté representado por su tutor, si se está en el caso de que 
es su interés o derecho el que se encuentra involucrado, habida cuenta que así lo justifica 
la condición de vulnerabilidad y de desventaja en que ese incapaz se encuentra dentro del 
procedimiento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 625/2018. 11 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor 
Manuel Flores Jiménez. Secretario: Jesús Antonio Rentería Ceballos. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 5/2011 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, marzo de 2011, página 
159. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019813  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de mayo de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XXXII.3 C (10a.)  
 
ANOTACIÓN PREVENTIVA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD, DE UNA 
DEMANDA CIVIL RELACIONADA CON UN JUICIO ORDINARIO DE CUMPLIMIENTO 
DE CONTRATO. SÓLO PUEDE CANCELARSE POR EL JUEZ QUE LA DECRETÓ 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COLIMA). 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en 
revisión 389/2011, estableció que la finalidad que se persigue con las anotaciones 
preventivas, es dar seguridad a las personas adquirentes de una finca o derecho real, y 
evitarles enajenaciones infructuosas como adquirentes de buena fe respecto del inmueble 
en litigio. Por otra parte, conforme a la interpretación sistemática de los artículos 66, 85 y 
87 de la Ley del Instituto para el Registro del Territorio del Estado de Colima, cuando se 
demanda la acción proforma, la anotación preventiva de la demanda respectiva perjudicará 
a cualquier adquirente de la finca o derecho real a que se refiere la anotación, cuya 
adquisición sea posterior a la fecha de aquélla y, en su caso, dará preferencia para el cobro 
del crédito sobre cualquier otro de fecha posterior a la anotación; de manera que esa 
anotación preventiva sólo puede cancelarse por orden del Juez que la decretó, por ser la 
autoridad que conoce el estado del juicio y, en su caso, de la ejecución de un fallo 
condenatorio contra la parte demandada en el juicio respectivo, pues sólo de esa manera 
se garantizan los derechos litigiosos del actor, mientras se resuelve el juicio de fondo o se 
ejecuta la sentencia dictada en esa controversia. Por ello, la finalidad de que subsista la 
anotación preventiva radica en que cualquier persona tenga conocimiento del estatus del 
bien inmueble en litigio y que el actor tiene preferencia en el crédito. De manera que si el 
registrador inmobiliario, a petición de una persona con interés en adquirir el inmueble en 
litigio, le solicita que cancele la anotación preventiva de la demanda relacionada con un 
juicio ordinario civil de cumplimiento de contrato, y se accede a la petición, ese proceder es 
ilegal, pues el único facultado para ordenar dicha cancelación es el Juez de la causa, de 
acuerdo con los artículos 66, 84, fracción I, 87, 88, 90, 91 y 92 de la ley citada. 
Consecuentemente, la cancelación de esa anotación preventiva constituye un acto ilícito; 
de ahí que se concluya que quienes adquieran esos terrenos con posterioridad a ese acto 
deben soportar el perjuicio que les irroga la anotación preventiva, pues el comprador 
primigenio tiene preferencia para el cobro del crédito. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 317/2018. 31 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Osvaldo Enrique Pérez Sánchez, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado. Secretario: Guadalupe Guillermo David Vázquez Michel. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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ALIMENTOS CAÍDOS. POR SU NATURALEZA ES NECESARIO EXPRESAR EN LA 
DEMANDA CÓMO SE CAUSARON, EN QUÉ FORMA QUEDARON SATISFECHOS Y 
ACREDITARLO. 
 
Atento a las características de los alimentos caídos, que esencialmente obedecen a la 
pretensión de recuperar el numerario que se destinó a sufragarlos, en sustitución del 
coobligado que no los proporcionó y, precisamente, por obrar hacia el pasado, es menester 
especificar en el ocurso de demanda cómo se causaron, en qué forma quedaron satisfechos 
y acreditarlo, por ejemplo, evidenciando que existió dificultad para proveerlos y que, incluso, 
se contrajeron deudas para no comprometer la subsistencia del acreedor alimentario, 
máxime si el deudor tuvo conocimiento de la paternidad de su descendiente con motivo del 
juicio y ello hizo que cobraran vida las obligaciones inherentes a ese hecho. A diferencia de 
lo que sucede con los alimentos que se reclaman para el presente, que responden a una 
necesidad actual e inaplazable, donde basta justificar el parentesco y la minoría de edad 
para presumir que se requieren. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 356/2012. 28 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Figueroa Cacho. Secretaria: Idania Guisel Solórzano Luna. 
 
Nota: El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver por 
unanimidad de votos el amparo directo 586/2018, en sesión de 31 de enero de 2019, se 
aparta del criterio sostenido en esta tesis publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 4, octubre de 2012, página 2363, 
al considerar que: "…en atención a las recientes reformas efectuadas a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos, concretamente 
al principio pro homine previsto en el párrafo segundo del artículo 1o. de la misma, al deber 
de impartir justicia con base en una perspectiva de género y al … interés superior del menor 
que conjuntamente buscan una protección más benéfica para la mujer y los niños, este 
Tribunal Colegiado se aparta del criterio que sostuvo en la presente tesis, por estimar que 
es excesivamente rigorista." 
 
Esta tesis se republicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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COMPETENCIA. PARA DIRIMIR UN CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO 
ENTRE UN JUZGADO DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES Y UN 
JUZGADO PENAL DEL FUERO COMÚN, AMBOS DE LA MISMA ENTIDAD 
FEDERATIVA, SE SURTE A FAVOR DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. 
 
Del estudio sistemático de los artículos 94, párrafos primero y octavo, y 106 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción VI, y 37, fracción IX, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación al punto cuarto, fracción 
II, del Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los 
asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia 
originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, se desprende que 
corresponde al Poder Judicial de la Federación dirimir, entre otras controversias, las que se 
susciten por razón de competencia entre los Tribunales de la Federación y los de las 
entidades federativas, y ello es una facultad originaria de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación; sin embargo, el Pleno del Alto Tribunal, en ejercicio de su facultad constitucional, 
a través del Acuerdo General citado, delegó esa competencia a favor de los Tribunales 
Colegiados de Circuito. Por tanto, la competencia para dirimir un conflicto competencial 
suscitado entre un Juzgado de Distrito de Procesos Penales Federales y un Juzgado Penal 
del Fuero Común, ambos de la misma entidad federativa, para conocer de un proceso 
penal, se surte a favor de un Tribunal Colegiado de Circuito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 221/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito. 5 de diciembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 6/2017, del que derivó la tesis aislada III.2o.P.118 P 
(10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN CONFLICTO 
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COMPETENCIAL ENTRE UN JUEZ DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES 
FEDERALES Y UNO DEL FUERO COMÚN DE LA MISMA ENTIDAD FEDERATIVA, PARA 
CONOCER DE UN PROCESO PENAL. CORRESPONDE AL TRIBUNAL UNITARIO DE 
CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE DICHOS ÓRGANOS JUDICIALES.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de enero de 2018 a las 
10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
50, Tomo IV, enero de 2018, página 2092, con número de registro digital: 2016077, y el 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 10/2016, en el que declaró que era competente para conocer y 
resolver el conflicto competencial suscitado entre un Juez de Distrito de Procesos Penales 
Federales y un Juez Penal del Fuero Común, ambos con sede en Tijuana, Baja California, 
sobre los que ejerce jurisdicción, conforme a lo dispuesto por los artículos 106 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción VI, y 37, fracción IX, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el acuerdo 3/2013 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal relativo a la determinación del número y límites territoriales 
de los Circuitos en que se divide la República Mexicana, y al número, a la jurisdicción 
territorial y especialización por Materia de los Tribunales Colegiados Unitarios y de Circuito 
y de los Juzgados de Distrito, además con apoyo en el punto cuarto, fracción II, del Acuerdo 
General Número 5/2013 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a 
la determinación de los asuntos que el Pleno conservará, y el envío de los de su 
competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito. 
 
Tesis de jurisprudencia 19/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 


